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RV: Contestación de Demanda: 11001334306120220008700

Correspondencia Sede Judicial CAN B - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbtab@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 23/08/2022 15:16

Para: Juzgado 61 Administrativo Circuito - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin61bta@notificacionesrj.gov.co>
CC: OMARYAMITH@HOTMAIL.COM <omaryamith@hotmail.com>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
RJLP

De: Omar Yamith Carvajal Bonilla <omaryamith@hotmail.com>

Enviado: martes, 23 de agosto de 2022 2:34 p. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
bulgus1@yahoo.es <bulgus1@yahoo.es>

Asunto: Contestación de Demanda: 11001334306120220008700
 
NO. DE PROCESO: 11001334306120220008700 
DEMANDANTE: RIGOBERTO RAMOS POLO Y OTROS 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL 
DESPACHO: JUZGADO 61 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 
ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA  
CORREO DE NOTIFICACIONES: omaryamith@hotmail.com 
  
Buenas tardes, por medio del presente actuando como apoderado del Ejército Nacional me permito allegar
CONTESTACION DE LA DEMANDA. 
 
Att. 
 
 ÓMAR YAMITH CARVAJAL BONILLA 
APODERADO MDN - EJERCITO NACIONAL 
C.C. 83.258.171 de Pitalito – Huila  
T.P. N .186.913 del C.S. de J. 
omaryamith@hotmail.com - omar.carvajal@buzonejercito.mil.co 
No. De Celular: 310 340 7827 
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OMAR YAMITH CARVAJAL BONILLA
Abogado Especialista en Derecho Administrativo
Magíster en Derecho Publico Militar  
omaryamith@hotmail.com - omaryamith24@gmail.com

Cel. 310-340-7827
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PÚBLICA CLASIFICADA 

 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
COMANDO GENERAL DE LAS FUERZAS MILITARES 
EJÉRCITO NACIONAL 

DIRECCIÓN DE DEFENSA JURÍDICA INTEGRAL 

Bogotá, D.C., 22 de Agosto de 2022 
 
DOCTORA 
EDITH ALARCON BERNAL 
JUEZ SESENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCION TERCERA   
E.            S.             D. 
 
Ref. PROCESO   : 11001334306120220008700 

MEDIO CONTROL  : REPARACION DIRECTA 
DEMANDANTE               : RIGOBERTO RAMOS POLO Y OTROS 

 DEMANDADO               : NACION–MINDEFENSA–EJERCITO NACIONAL 
             ACTUACION               : CONTESTACIÓN DEMANDA. 
 
OMAR YAMITH CARVAJAL BONILLA, identificado con cédula de ciudadanía No. 83.258.171 de 
Pitalito – Huila, portador de la Tarjeta Profesional No.186.913 del Consejo Superior de la Judicatura, 
obrando como apoderado de LA NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL, 
encontrándome debidamente facultado, por medio del presente comparezco a su despacho dentro de 
la oportunidad procesal para presentar escrito de CONTESTACION DE LA DEMANDA, en los 
siguientes términos, así: 
 

1. CONFORMACION DEL GRUPO DEMANDANTE 
 
Por la lamentable muerte del señor SLR. ARLEY RAMOS CARVAJAL, Q.E.P.D. demandan:  
 
RIGOBERTO RAMOS POLO (Padre del Fallecido) 
JESUS ALBERTO RAMOS REGINO (Hermano del Fallecido) 
 

2. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones consignadas en el escrito de la demanda, pues la 
Nación- Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, no puede ser declarado responsable 
administrativamente, esto debido a que no existen requisitos legales y probatorios que permitan 
establecer la responsabilidad del Estado de conformidad con los parámetros jurisprudenciales, 
constitucionales y legales. 
 
Ahora bien, comoquiera que no es posible establecer la totalidad de los requisitos legales que 
conlleven a determinar la responsabilidad del Estado, no es posible condenarlo a indemnizar 
perjuicios, y mucho menos a otorgar pagos a los que no hay lugar. 
 
Todo lo manifestado en el escrito de la demanda deberá ser probado en el plenario y de esta manera 
verificar si se estructuran los elementos de la responsabilidad. 
 

3. HECHOS 

Así las cosas, se concreta lo siguiente frente a cada uno de los hechos citados en la demanda, de 
acuerdo al orden y numeral asignados por el actor, conforme a las precisiones que en el acápite de 
las pruebas se efectuarán respecto de los documentos allegados por el demandante, así: 
 
HECHO No. 1: Es cierto sin embargo para mayor claridad se solicitará por parte de esta defensa la 
documentación que repose en la unidad donde fue reclutado el señor Ramos y también en la dirección 
de personal de le entidad.   
 
HECHO No. 2: Es cierto según registro civil de nacimiento allegado por la parte demandante.  
 
HECHO No. 3: Es cierto que el señor Arley Ramos Polo muere, no obstante este hecho por sí solo no 
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establece la responsabilidad de la entidad demandada, por lo tanto se deberán analizar todas las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar en las cuales ocurrieron los lamentables hechos, para que de 
esta manera entrar verificar si hay lugar a indemnizaciones. 
 
HECHO No. 4 y 5: Me atengo a todos los informes e investigaciones oficiales adelantados por las 
autoridades competentes y por la entidad demandada.  
 
HECHO No. 6: No me consta, los exámenes de ingreso muchas veces no determinan algunas 
patologías, las cuales necesitan de unos exámenes mucho mas rigurosos.     
 
HECHO No. 7: A la fecha le figura la siguiente información al señor Arley Ramos Polo: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

4. PROBLEMA JURÍDICO: 
 
¿Es responsable administrativa y extracontractualmente la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército 
Nacional por la muerte del exsoldado ARLEY RAMOS CARVAJAL? 
 
La respuesta al interrogante planteado es negativa, por cuando a la presente etapa procesal no existe 
material probatorio que demuestre la responsabilidad de la entidad demandada, aunado además 
porque se configura el eximente de responsabilidad denominado hecho determinante y exclusivo de 
un tercero propuestos con esta contestación de la demanda y los cuales procede a exponer esta 
defensa. 
 
 

5. EXCEPCIONES 
 

DE LA TEORIA DE LA  RESPONSABILIDAD: 
 
En el concepto de daño antijurídico contenido en el mandamiento constitucional del artículo 90, pues 
sobre él - en tanto afecta a la víctima - se edifica la responsabilidad del Estado, a condición de que le 
sea imputable. El daño, en “su sentido natural y obvio”, es un hecho, consistente en “el detrimento, 
perjuicio, menoscabo, dolor o molestia causado a alguien”, “…en su persona, bienes, libertad, honor, 
afectos, creencias, etc...” y “...supone la destrucción o disminución de ventajas o beneficios 
patrimoniales o extramatrimoniales de que goza un individuo. 
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Según se ha visto, la condición necesaria para que desencadene la reparación es que el daño sea 
antijurídico, calificación que se obtiene de constatar que el ordenamiento jurídico no le ha impuesto a 
la víctima el deber de soportarlo, es decir, que el daño carezca de “causales de justificación.” Este 
punto lo explica así el profesor García de Enterría: “la calificación de un perjuicio en justo o injusto 
depende de la existencia o no de causas de justificación (civil) en la acción personal del sujeto a quien 
se impute el perjuicio. La causa de justificación ha de ser expresa y concreta y consistirá siempre en 
un título que legitime el perjuicio contemplado: por ejemplo la exacción de un impuesto, el 
cumplimiento de un contrato, una ejecución administrativa o procesal. Fuera de esta hipótesis, todo 
perjuicio o detrimento patrimonial imputable a un sujeto será una lesión, un perjuicio injusto.” 
Adviértase como, entendido así el daño antijurídico frente al cual la Constitución impone la obligación 
reparatoria a cargo del Estado, si bien puede revestir modalidades diversas (material, moral, 
fisiológico, etc.), constituye una constante, razón por la cual, al tiempo que constituye un elemento 
indispensable para declarar la responsabilidad patrimonial del Estado, se sitúa en la base misma de 
la institución jurídica proveyéndola de fundamento.      
 
Es por esto que quien pretenda la acción resarcitoria por responsabilidad extracontractual de Estado, 
según reiterada jurisprudencia de Honorable Consejo de Estado, debe demostrar los siguientes 
elementos axiológicos: 
 
1. Un mal funcionamiento del servicio que corresponde a la Administración incluyendo dentro de este 

concepto el funcionamiento tardío, el deficiente y su no prestación. (En el Presente caso no existe 
o no se prueba) 

 
2. Que se causó un perjuicio. (En el Presente caso está representado en la muerte del señor Ramos, 

sin embargo analizando las pruebas obrantes en el plenario no se pude establecer que este daño 
sea imputable al Ejército Nacional.) 

 
3. Que existe una relación de causalidad entre el perjuicio y el mal funcionamiento (sentencia 1638 

de noviembre 24 de 1989. Sala de lo contencioso Administrativo. Sección Tercera. Consejero 
Ponente: Doctor GUSTAVO DE GREIFF RESTREPO. Expediente: 5573. Actor: FELIX CELIS 
PALENCIA y otros). 

 
De la demostración de esos 3 elementos, depende el que las pretensiones de la parte actora puedan 
prosperar ya que, a ninguna de las partes intervinientes en un proceso de conocimiento de la 
jurisdicción contenciosa administrativa, la ley exonera de la obligación de probar de acuerdo a lo 
preceptuado por el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, cuya aplicación a los proceso 
contencioso administrativos autoriza el artículo 267 del Código de Procedimiento Administrativo. 
 
Se ha dicho, teniendo que teniendo en cuenta el precepto del art 90 Constitucional, que la 
responsabilidad patrimonial del Estado requiere, además del daño antijurídico, que el mismo le sea 
imputable. 
 
El Honorable Consejo de Estado al respecto ha manifestado:  
 

“la lesión pueda ser imputada… “, ha dicho la doctrina, significa que pueda ser “…jurídicamente 
atribuida, a un sujeto distinto de la propia víctima. “ 1  “La imputabilidad consiste, pues, en la 
determinación de las condiciones mínimas necesarias para que un hecho pueda ser atribuido a 
alguien como responsable del mismo, con el objeto de que deba soportar las consecuencias.”2           
 
De allí que elemento necesario para la imputación del daño es la existencia del nexo causal entre 
la actividad (lícita o no) o la omisión de las autoridades públicas (art 90 de la C.P.) y el daño 
antijurídico que se reclama, de modo tal que éste sea efecto de aquellas que serán su causa.  

                                                
1 Vásquez, Adolfo R. Responsabilidad Aquiliana del Estado y sus funcionarios, página 179.  
2 Ibídem, página 180. 
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Necesaria la causalidad, no resulta siempre suficiente cuando de imputar el daño se trata, pues, 
como lo enseñan García de Enterría y Tomás Ramón Fernández, 
 
  “El supuesto más simple que cabe imaginar es, naturalmente, el de la causación material del 
daño por el sujeto responsable. En tal caso, la imputación de responsabilidad, en cuanto 
fenómeno jurídico, se produce automáticamente una vez que se prueba la relación de causalidad 
existente entre la actividad del sujeto productor del daño y el perjuicio producido. Las cosas no 
se producen siempre tan simplemente, sin embargo, y ello porque en materia de responsabilidad 
civil, a diferencia de lo que ocurre en el ámbito penal, el objetivo último que se persigue no es 
tanto como el de identificar a una persona como autora del hecho lesivo, sino el de localizar un 
patrimonio con cargo al cual podrá hacerse efectiva la reparación del daño causado. Esta finalidad 
garantizadora, que está en la base de todo sistema de responsabilidad patrimonial, produce con 
frecuencia una disociación entre imputación y causalidad. Probar que existe un nexo causal entre 
el hecho que constituye la fuente normativa de la responsabilidad y el daño producido será 
siempre necesario para que la imputación pueda tener lugar y con ella pueda nacer la 
responsabilidad, pero la mera relación de causalidad entre el hecho (y su autor ) y el daño no 
basta para justificar la atribución del deber de reparación al sujeto a quien la Ley califica de 
responsable. Así ocurre, por lo pronto, cuando la responsabilidad se predica de personas 
jurídicas, en la medida en que éstas sólo pueden actuar a través de personas físicas. En tales 
casos - y en todos aquellos en los que la responsabilidad se configura legalmente al margen de 
la idea de culpa - la imputación no puede realizarse en base a la mera causación material del 
daño, sino que tiene que apoyarse, previa justificación de su procedencia, en otras razones o 
títulos jurídicos diferentes, ya sea la propiedad de la cosa que ha producido el daño, la titularidad 
de la empresa en cuyo seno ha surgido el perjuicio, la dependencia en que respecto del sujeto 
responsable se encuentra el autor material del hecho lesivo, o cualquier otra. 
 
“Siendo la administración pública una persona jurídica, el problema de la imputación de 
responsabilidad se plantea en los términos que acabamos de decir, lo cual hace necesario 
precisar los títulos en virtud de los cuales pueda atribuírsela jurídicamente el deber de 
reparación.”. (Consejo de Estado Sección Tercera. Sentencia del 27 de enero del 2000. 
Expediente 10867. M.P. Alier Hernández) 
 

Por lo tanto, es elemento necesario para la imputación del daño  la existencia del nexo causal entre 
la actividad (lícita o no) o la omisión de las autoridades públicas     (art. 90 de la C.P.) y el daño 
antijurídico que se reclama, de modo tal que éste sea efecto de aquellas que serán su causa. 
 
En relación con la imputabilidad del daño el Honorable Consejo de Estado ha manifestado igualmente:  
 

“Establecido el primero de los elementos que, como se dijo constituye la base misma de la 
responsabilidad patrimonial del Estado, es decir, la existencia de un daño antijurídico sufrido por el 
demandante, es menester establecer el segundo: la imputación de ese daño al Estado. 
 
Imputar —para nuestro caso— es atribuir el daño que padeció la víctima al Estado, circunstancia 
que se constituye en condición sine qua non para declarar la responsabilidad patrimonial de este 
último. 
 
De allí que elemento indispensable —aunque no siempre suficiente — para la imputación, es el 
nexo causal entre el hecho causante del daño y el daño mismo, de modo que este sea el efecto 
del primero. 
 
Por eso, la parte última del inciso primero del artículo 90 de la Constitución Política, en cuanto exige 
—en orden a deducir la responsabilidad patrimonial del Estado—, que los daños antijurídicos sean 
“causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”, está refiriéndose al fenómeno 
de la imputabilidad, tanto fáctica como jurídica. 
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Rodrigo Escobar Gil se refiere al punto en estos términos: 
“... para el nacimiento de la obligación de reparar no basta sólo la imputatio facti; es decir, la relación 
de causalidad entre un hecho y un daño, sino que es necesario la imputatio juros, esto es, una 
razón de derecho que justifique que la disminución patrimonial sufrida por la víctima se desplace 
al patrimonio del ofensor).  
 
Leguina lo expresa de esta manera: 
 
“Para poder imputar un daño a un ente público, lo que interesa es... que el ente tenga la titularidad 
del servicio o de la actividad desarrollada por sus funcionarios”  
 
García de Enterría se ocupa también de los “títulos y modalidades de imputación del daño a la 
administración” y, entre ellos se ocupa de “la integración del agente en la organización o actividad” 
—por la cual se ocasiona el daño, aunque advierte que “...por muy generosa que quiera ser la 
fórmula legal, es obvio que la cobertura de la administración no puede ser indefinida entre estos 
casos, de forma que alcance a los daños puramente personales del agente “puesto que “El 
fenómeno de imputación a la administración de la conducta lesiva de las personas que emplea se 
detiene, naturalmente, en los límites del servicio público, que es la referencia que la ley utiliza, 
excluyendo la actividad privada de aquéllos” 

 
En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en este caso, de que su 
causación obedezca a la acción o a la omisión de las autoridades públicas, en desarrollo del 
servicio público o en nexo con él, excluyendo la conducta personal del servidor público que, sin 
conexión con el servicio, causa un daño. (Sentencia 10948 y 11643 de octubre 21 de 1999. 
Consejo de estado- Sección tercera.). 
 

Es por ello que se deberá analizar si en el presente caso se cumplen todos los requisitos para que se 
estructure la responsabilidad administrativa del Ejercito Nacional y verificar si el material probatorio 
allegado es suficiente para determinar si la entidad debe entrar a responder por los perjuicios 
pretendidos por la parte actora.   
 
Por lo anterior podemos concluir lo siguiente:  
 
En el caso que nos ocupa no se avizora ni se prueba un mal funcionamiento del servicio que 
corresponde a la Administración incluyendo dentro de este concepto el funcionamiento tardío, el 
deficiente y su no prestación.  
 
Si bien existe un daño este no es imputable a la entidad que represento, o por lo menos no se prueba 
por parte del demandante, se debe tener en cuenta que la sola prestación del servicio militar no 
necesariamente obliga a la entidad a indemnizar a los demandantes.   
 
Que existe una relación de causalidad entre el perjuicio y el mal funcionamiento (No existe relación de 
causalidad y no se prueba en la demanda). 
 
EL SERVICIO MILITAR EN SÍ MISMO NO CONSTITUYE UN DAÑO ANTIJURIDICO: 
 
Ahora bien, teniendo en cuenta que no se puede perder de vista que los Soldados que prestan el 
servicio militar obligatorio (en cualquiera de las modalidades estipuladas por la Ley, Regular, 
Campesino o Bachiller)3, son reclutados y se encuentran prestando servicio militar en cumplimiento 
de un mandato Constitucional y Legal, y que el Estado debe garantizar su integridad tanto física como 
psíquica, en la medida en la cual se trata de una persona que se encuentra sometida a su custodia y 
cuidado; no es menos cierto que dentro del análisis de la imputación objetiva de la responsabilidad 
derivada por las lesiones sufridas durante el periodo de prestación del servicio, deben ser muy bien 
revisados los deberes jurídicos atribuibles a la Entidad, con base en los cuales se imputa la 

                                                
3 Ley 48 de 1993 “por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización” 
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responsabilidad. 
 
Así, la necesidad de verificar los deberes jurídicos de la Entidad demandada respecto de las 
actuaciones que produjeron determinadas lesiones en las personas que prestan servicio militar, se 
sustenta en que el cumplimiento de la obligación constitucional de la prestación del servicio militar, en 
sí misma NO constituye un daño antijurídico, pues conforme a lo establecido en el artículo 216 de 
la Constitución Política de 1991, el deber constitucional y legal de tomar las armas, es una carga 
que los ciudadanos de la República de Colombia deben soportar, debido al mismo deber 
constitucionalmente impuesto.  
 
El artículo 216 de la Constitución Política establece que todos los colombianos están obligados a tomar 
las armas, con el fin de cumplir el fin constitucional de la defensa del Estado Social de Derecho.  
 

“ARTICULO  216. La fuerza pública estará integrada en forma exclusiva por las Fuerzas 
Militares y la Policía Nacional. Todos los colombianos están obligados a tomar las armas 
cuando las necesidades públicas lo exijan para defender la independencia nacional y 
las instituciones públicas. La Ley determinará las condiciones que en todo tiempo eximen 
del servicio militar y las prerrogativas por la prestación del mismo”. 

 
La Ley 48 de 1993, “Por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización”, desarrolla 
este deber instaurado por el Constituyente, el cual, per se, NO CONSITUYE UN DAÑO 
ANTIJURÍDICO, pues la prestación del servicio militar para todos los colombianos, es una carga que 
se debe soportar, por tratarse de una obligación constitucionalmente establecida.  
 
En este sentido, el artículo 10 de la Ley 48 de 1993 precisa que “todo varón colombiano está obligado 
a definir su situación militar a partir de la fecha en que cumpla su mayoría de edad, a excepción de los 
estudiantes de bachillerato, quienes definirán cuando obtengan su título de bachiller”. 
 

“ARTICULO 3. Servicio militar obligatorio. Todos los colombianos están obligados a tomar las 
armas cuando las necesidades públicas lo exijan para defender la independencia nacional y 
las instituciones públicas con las prerrogativas y las exenciones que establece la presente 
Ley.” 

 
“Artículo 14. Todo varón colombiano tiene la obligación de inscribirse para definir su situación 
militar dentro del lapso del año anterior en que cumpla la mayoría de edad, requisito sin el cual 
no podrá formular solicitudes de exención o aplazamiento. Cuando se llegue a la mayoría de 
edad sin haberse dado cumplimiento a esta obligación, la autoridad podrá compelerlo sin 
perjuicio de la aplicación de las sanciones que se establecen en la presente Ley.”  

 
En el caso que nos ocupa observamos que el Ejército Nacional no desplego ninguna  acción u omisión 
determinante en la muerte del señor SLR. ARLEY RAMOS CARVAJAL, Q.E.P.D.  o por lo menos el 
abogado de la parte actora no lo prueba, además el señor Ramos se encontraba cumpliendo con un 
mandato constitucional. 
 
EXCEPCION DAÑO NO IMPUTABLE AL ESTADO 

 
De acuerdo al ordenamiento jurídico vigente, y con el fin de que se declare la responsabilidad de la 
administración pública, se hace imperioso verificar la configuración de los dos elementos o presupuestos 
de la misma, según la disposición constitucional que consagra la institución jurídica, esto es, el artículo 90 
superior. 
 
En consecuencia, es necesario que esté demostrado el daño antijurídico, así como su imputación fáctica 
y jurídica a la administración pública.  
 
Por lo anterior, además de constatarse, en un primer momento, la antijuridicidad del daño, el operador 
jurídico debe elaborar un “juicio de imputabilidad” que le permita encontrar un título jurídico diferente de la 
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simple causalidad material que justifique la decisión a tomar, es por ello que dentro del nuevo modelo en 
que se desarrolla la responsabilidad patrimonial del Estado, se parte de un concepto objetivo de acción y, 
por ende, la atribución fáctica de la misma ostenta igual naturaleza (imputación objetiva). 
 
Respecto de la imputabilidad del daño el Honorable Consejo de Estado- Sección Tercera en sentencia 18 
de febrero de 2010, expediente 18274, señaló que: “Los ingredientes normativos (imputación fáctica e 
imputación jurídica) tienen como propósito controlar la incertidumbre que genera el empleo de las teorías 
causales propias de las ciencias naturales, frente a la asignación de resultados de las ciencias soc iales. 
Por lo tanto, la imputación fáctica supone un estudio conexo o conjunto entre la causalidad material y las 
herramientas normativas propias de la imputación objetiva que han sido delineadas precisamente para 
establecer cuando un resultado en el plano material, es atribuible a un sujeto. De otro lado, la concreción 
de la imputación fáctica no supone por sí misma, el surgimiento de la obligación de reparar, ya que se 
requiere un estudio de segundo nivel, denominado imputación jurídica, escenario en el que el juez 
determina si además de la atribución en el plano fáctico existe una obligación jurídica de reparar el daño 
antijurídico; se trata por ende, de un estudio estrictamente jurídico en el que se establece si el demandado 
debe o no resarcir los perjuicios a partir de la verificación de una culpa (falla); o por la concreción de un 
riesgo excepcional al que es sometido el administrado, o de un daño especial que frente a los demás 
asociados es anormal y que parte del rompimiento de la igualdad frente a las cargas públicas.”(Subrayado 
fuera de texto) 
 
Dado lo anterior, en el caso específico que nos incumbe es preciso anotar que, si bien es cierto que el 
señor Ramos Carvajal fue asesinado, esta fue una actuación adelantada por un tercero totalmente ajeno 
a la institución castrense. 
 
Así las cosas, no es posible endilgarle responsabilidad alguna a la entidad accionada, en atención a que 
la muerte del exsoldado no fue producto del actuar de los militares a cargo de este durante su prestación 
del servicio militar. 
 
En conclusión, a pesar de existir un daño acreditado para los demandantes con la muerte de su ser querido, 
en términos de responsabilidad del estado no es un daño antijurídico que pueda imputársele a la entidad 
castrense por no haber sido esta quien propicio activa o pasivamente su ocurrencia. 
 
HECHO DETERMINANTE Y EXCLUSIVO DE UN TERCERO.  

 
Con todo respeto me permito interponer la excepción del HECHO DE UN TERCERO, al demostrarse 
que la entidad demandada no es responsable de la muerte del señor SLR. ARLEY RAMOS 
CARVAJAL, Q.E.P.D., lo que se traduce en la existencia de una causa extraña que rompe el nexo 
causal necesario para atribuir responsabilidad de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 90 
Constitucional.  
 
Al respecto el H. Consejo de Estado4 ha manifestado: 

 
“7. El hecho de un tercero como eximente de responsabilidad o causal excluyente 
de imputación5  
 
Para efectos de que opere el hecho de un tercero como eximente de responsabilidad, es 
necesario determinar, en cada caso concreto, si el proceder –activo u omisivo– del tercero 
tuvo o no injerencia - y en qué medida- en la producción del daño.  
 
En ese orden de ideas, resulta factible concluir que para que el hecho de un tercero tenga 
plenos efectos liberadores de la responsabilidad estatal es necesario que la conducta 
desplegada por el tercero sea tanto la causa exclusiva, esto es, única del daño, como 

                                                
4 C.P. MARTA NUBIA VELASQUEZ RICO. Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de febrero de dos mil dieciséis (2016). 
Radicación número: 73001-23-31-000-2005-03291-01(34212) 
5 Al respecto consultar, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia proferida el 11 de febrero de 2009, exp. 
17.145.  
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que constituya la raíz determinante del mismo, es decir, que se trate de la causa 
adecuada6.” 

 

QUE EL HECHO DEL TERCERO SEA LA CAUSA EXCLUSIVA DEL DAÑO: De la narración de los 
hechos expuesta por la parte actora y de las pruebas que obran en el cartulario se tiene la siguiente 
sustentación fáctica obtenida más concretamente del Informativo Administrativo por Lesión No. 003 
“En desarrollo de la operación ORGON No. 69 de control territorial en movimiento táctico motorizado 
es atacado con artefacto explosivo y ráfaga de fusil afectando el segundo vehículo tipo NPR de placa 
civil KNZ909 en el cual se desplazaba la segunda sección del tercer pelotón de la compañía DELTA, 
cuando se verifica el personal se evidencia que el SL18 Ramos Carvajal Arley, se encontraba sin vida 
a causa de la explosión, (…) 
 
Se infiere de estos hechos que fue un TERCERO  ajeno totalmente a la entidad quien asesino al 
exsoldado, y que fue ese actuar el que efectivamente produjo el daño aquí alegado, pues en la 
lamentable muerte del señor SLR. ARLEY RAMOS CARVAJAL, Q.E.P.D no medió ninguna acción u 
omisión por parte del personal militar.  

 
6. PRUEBAS 

 
Pruebas Solicitadas por la parte demandada: 
 

 Copia de la Carpeta de Incorporación con toda la documentación relacionada 
con el ingreso y permanencia del SLR. ARLEY RAMOS CARVAJAL, Q.E.P.D en la 
institución. 
 

 Copia del Informativo Administrativo por muerte con copia del informe rendido 
por el comandante del Pelotón o su comandante Directo con sus respectivos 
anexos sobre los hechos sucedidos el día 25 de octubre del 2021. 

 
 Copia de las investigaciones disciplinarias y/o penales adelantados con 

ocasión al ataque recibido el día 25 de octubre del año 2021 en donde resulta 
muerto el señor SLR. ARLEY RAMOS CARVAJAL, Q.E.P.D. 

 
 Copia de la totalidad del expediente administrativo indemnización por muerte 

lesión, del señor SLR. ARLEY RAMOS CARVAJAL, Q.E.P.D. quien en vida se 

identificó con numero de cedula 1.182.720.341 
 

 Copia de toda la documentación si la hubiera de los trámites de solicitud de pensión 

de sobreviviente realizados con ocasión a la muerte del señor SLR. ARLEY RAMOS 
CARVAJAL, Q.E.P.D. quien en vida se identificó con numero de cedula 1.182.720.341, 

de no existir información se manifieste lo pertinente. 

 
7. SOLICITUD ESPECIAL 

Por lo expuesto anteriormente, sírvase señora Juez, declarar probados los fundamentos jurídicos de 
la defensa, y como consecuencia de ello, negar las pretensiones de la demanda, máxime si se tiene 
en cuenta la notoria carencia de material probatorio. 
 

8. EN CUANTO A LAS COSTAS 
 

Se acoge lo prescrito en el artículo 188 del C.P.A.C.A, el Despacho se abstendrá de condenar en 
costas a las partes, en tanto no se ha comprobado un uso indebido o arbitrario de los instrumentos 

                                                
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 2 de mayo de 2007, 
exp. 24.972, reiterada en sentencia del 11 de febrero de 2009, exp. 17.145, entre muchas otras. 
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procesales por parte de estas7. 

9. ANEXOS CON LA DEMANDA 

Me permito anexar poder debidamente conferido y sus anexos, con el fin de que se me reconozca personería 
para actuar. 
 

10. NOTIFICACIONES  
 
Recibiré notificaciones en la Secretaría de su despacho o en la carrera 46 No. 20B – 99 Puente Aranda 
– Cantón Militar Caldas Edificio “MY. Juan Carlos Lara Rozo” Piso 2 de la ciudad de Bogotá D.C.- 
Oficina de la Dirección de Defensa Jurídica Integral del Ejército Nacional. 
 
Notificaciones electrónicas:  
 
omaryamith@hotmail.com  (correo personal) 
omar.carvajal@buzonejercito.mil.co  (correo institucional)    
No. De Celular: 310 340 7827 
 
Con todo respeto,  

 
ÓMAR YAMITH CARVAJAL BONILLA 
C.C. 83.258.171 de Pitalito – Huila   
T.P. N .186.913 del C.S. de J.  

                                                
7Sentencia del 25 de mayo de 2006. Subsección B, Jesús María Lemus. Rad. 2001-04955-01(2427-2004) “(..) 

sólo cuando el Juez, después de valorar la conducta de las partes, compruebe que hubo uso abusivo de los 

medios procesales es del caso condenar en costas lo que, contario sensu, significa que si la conducta procesal 

fue correcta no es posible acceder a la condena en costas” 
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